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ANEXO XVII.IV 

- Ley de Promoción y Fomento de la Innovación Tecnológica.  

- Ley de Ciencia, tecnológica e Innovación. 

- Tratado de Integración Regional y Protocolo de Integración. 

 

LEY DE PROMOCIÓN Y FOMENTO DE LA INNOVACIÓN 

TECNOLOGICA y LEY DE CIENCIA, TECNOLOGIA E INNOVACIÓN. 

 

Ley 23.877 

 

Promoción y Fomento de la Innovación Tecnológica 

 

SECCION I – OBJETIVOS  

 

ARTICULO 1º.- La presente ley tiene por objeto mejorar la actividad 

productiva y comercial, a través de la promoción y fomento de la 

investigación y desarrollo, la transmisión de tecnología, la asistencia técnica y 

todos aquellos hechos innovadores que redunden en lograr un mayor 

bienestar del pueblo y la grandeza de la Nación, jerarquizando socialmente la 

tarea del científico, del tecnólogo y del empresario innovador.  

 

ARTICULO 2º.- Queda explícitamente excluida de los alcances de la 

Sección 5 de esta ley la promoción a escala industrial del bien, o la 

prestación del servicio en cuestión.  

 

SECCION II – GLOSARIO  

 

ARTICULO 3º.- A los fines de la presente ley, se formulan las 

siguientes definiciones: a) Investigación y desarrollo: proyecto cuyo objeto de 

trabajo es: Investigación aplicada: trabajos destinados a adquirir 

conocimientos para su aplicación práctica en la producción y/o 
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comercialización. Investigación tecnológica precompetitiva: trabajos 

sistemáticos de profundización de los conocimientos existentes derivados de 

la investigación y/o la experiencia práctica, dirigidos a la producción de 

nuevos materiales, productos o dispositivos y al establecimiento de nuevos 

procesos, sistemas o servicios, incluyendo la fase de construcción de 

prototipos, plantas piloto o unidades demostrativas, finalizando con la 

homologación de los mismos. Adaptaciones y mejoras: desarrollos tendientes 

a adecuar tecnologías y a introducir perfeccionamientos, que carecen 

usualmente de los rasgos de originalidad y novedad que caracterizan a los 

proyectos señalados en los apartados 1 y 2 del presente inciso; b) 

Transmisión de tecnología: proyectos en los que ya producido y /u 

homologado el desarrollo, debe pasarse de la escala piloto a la escala 

industrial; c) Asistencia técnica: proyectos que tienden a transferir 

conocimientos, información o servicios para resolver problemas técnicos 

específicos o aportar elementos para su resolución, como por ejemplo, la 

optimización de un proceso, la mejora de la calidad de un producto, pruebas 

de control de calidad, asesoramiento en diseño, mercadotecnia , puesta en 

marcha de plantas o pruebas de funcionamiento y de rendimiento, o bien 

formación y capacitación de personal; d) Unidad de Vinculación: ente no 

estatal constituido para la identificación, selección y formulación de proyectos 

de investigación y desarrollo, transmisión de tecnología y asistencia técnica. 

Representa el núcleo fundamental del sistema, aportando su estructura 

jurídica para facilitar la gestión, organización y gerenciamiento de los 

proyectos. Puede estar relacionado o no, con un organismo público; e) 

Agrupaciones de colaboración: las definidas por la ley 22.903, modificatoria 

de la ley 19.550, en su Capítulo 3, Sección 1, artículos 367 y 376, con una 

especificación en su contrato sobre la disolución de la misma y de la 

distribución de los beneficios que pudieran generarse durante su existencia o 

con posterioridad a su disolución; f) Capital o inversión de riesgo: actividad 

financiera en la que el proveedor de capital realiza una inversión a mediano 

plazo, la remuneración viene dada por la ganancia de capital más que por el 

interés o dividendo pagado; por lo que los recursos financieros aportados son 

cedidos por un título que no produce el derecho a exigir su restitución sino 

que participan en un negocio de terceros, en el que el inversionista es como 
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máximo corresponsable del negocio; debe implicar una actividad de 

asistencia y apoyo variable; debe contemplar una cláusula de salida en la que 

se convenga la forma y el tiempo en que podrá liquidarse la inversión  

 

SECCION III - BENEFICIARIOS  

ARTICULO 4º.- Serán beneficiarios de esta ley las personas físicas y 

las de existencia ideal, públicas o privadas, debidamente constituidas y 

habilitadas conforme con las leyes nacionales, que desarrollen actividades 

productivas, científicas, tecnológicas o financieras, con domicilio legal en el 

territorio argentino y que adhieran voluntariamente a las obligaciones y 

derechos que emanan de esta ley.  

 

SECCION IV - INICIATIVA PARA LA VINCULACIÓN DE LA CIENCIA 

Y LA TECNOLOGÍA CON LA PRODUCCIÓN  

 

ARTICULO 5º.- Las instituciones oficiales de investigación y desarrollo 

que adhieran a la presente ley, quedan facultadas para establecer y/o 

contratar unidades de vinculación, con la finalidad de que dispongan de una 

estructura jurídica que les permita una relación más ágil y contractual con el 

sector productivo de bienes y/o servicios. Una o varias unidades de 

vinculación podrán constituir agrupaciones de colaboración con una o varias 

entidades productivas y/o de servicios.  

 

ARTICULO 6º.- A los efectos de cumplimentar lo dispuesto en el 

artículo 5, las instituciones oficiales de investigación y desarrollo adheridas a 

la presente ley: Deberán reglamentar la relación con su unidad de 

vinculación, los sistemas de afectación y remuneración adicional de su 

personal, las normas y criterios de uso de instrumental e infraestructura de 

laboratorios, el aporte inicial y todo requerimiento que determine la autoridad 

de aplicación de la presente ley; Podrán establecer asignaciones adicionales 

para el personal. Las mismas deberán ser extraídas de los fondos producidos 

por los proyectos que desarrollen.  
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ARTICULO 7º.- Las unidades de vinculación: Podrán adoptar la forma 

de sociedad civil, cooperativa, comercial o mixta, rigiéndose en cada caso por 

la legislación correspondiente; Deberán tener como único objeto el estipulado 

en el artículo 1 de la presente ley; Quedarán habilitadas para actuar, luego de 

ser evaluado y aprobado su reglamento por la autoridad de aplicación 

correspondiente; Podrán efectuar contratos de colaboración con empresas 

del sector público o privado o entre sí; Deberán prever "a priori" la 

participación en los derechos adquiridos por resultados exitosos, del personal 

involucrado en tales proyectos.  

 

ARTICULO 8º.- Las empresas públicas o privadas del sistema 

productivo nacional de bienes o servicios, adheridos a la presente ley: Podrán 

utilizar los instrumentos de promoción a que se hace referencia en el artículo 

9 de esta ley; Podrán, a los efectos del artículo 3 inciso a), constituir 

agrupaciones de colaboración: a) Será condición "sine qua non", en la 

constitución de las agrupaciones de colaboración, que el socio empresario 

forme parte de la dirección de la misma; b) Deberán especificarse en todos 

los casos que corresponda aportes, derechos, obligaciones y porcentajes de 

retorno para cada parte en caso de resultados exitosos, previéndose una 

contribución no inferior y equivalente a un 5 % del total percibido por la 

unidad de vinculación, para integrar el fondo para la promoción y fomento de 

la innovación que se crea en el artículo 12 de la presente ley . c) Se regirán, 

en relación con lo estipulado en el artículo 3, inciso b) y c), por el reglamento 

correspondiente.  

 

SECCION V - INICIATIVAS PARA LA PROMOCIÓN Y FOMENTO DE 

LA INNOVACION  

 

ARTICULO 9º.- Facultase al Poder Ejecutivo Nacional a instrumentar 

los siguientes mecanismos: a) De promoción y fomento financieros: Estarán a 

cargo de las entidades financieras, habilitadas a tales efectos por el Banco 

Central de la República Argentina, y se encuentren adheridas a la presente 

ley; b) De promoción y fomento fiscales: El Poder Ejecutivo Nacional fijará 

anualmente un cupo de créditos fiscales, que podrá ser utilizado sólo para la 
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modalidad indicada en el artículo 10, incisos a.1) y b) de esta ley. Las 

empresas beneficiarias podrán imputarlos al pago de impuestos nacionales, 

en un monto no superior al 50 % del total del proyecto y deberán ser 

utilizados en partes iguales en un plazo de tres años. Su otorgamiento estará 

a cargo de la autoridad de aplicación; c) De promoción y fomento no 

financieros: Serán provistos por el Estado, de acuerdo a previsiones 

presupuestarias, aportes del Tesoro o surjan genuinamente por la aplicación 

de la presente ley, y sean adjudicados con cargo de devolución pero sin 

intereses. Su otorgamiento estará a cargo de la autoridad de aplicación; d) 

De promoción y fomento especiales: Se entienden como tales a aquellos que 

fueren creados, transitoria o permanentemente, y que no estuvieren 

contemplados en las categorías anteriores, inclusive aquellos que sean 

adjudicables sin cargo de devolución. Su otorgamiento estará a cargo de la 

autoridad de aplicación cuando correspondiere. La autoridad de aplicación 

establecerá un sistema de evaluación de proyectos que contemplará, al 

menos, su factibilidad económica , tecnológica y el porcentaje de riesgo, y 

que estará a cargo de terceros no involucrados en el proyecto ni en el 

otorgamiento del instrumento de promoción.  

 

ARTICULO 10º.- Los instrumentos de promoción y fomento de la 

innovación podrán ser solicitados por las entidades adheridas a la presente 

ley de acuerdo con las siguientes modalidades: Proyectos de investigación y 

desarrollo: Por las agrupaciones de colaboración. Por las empresas que 

dispongan, creen o conformen, departamentos o grupos de investigación y 

desarrollo. Por las unidades de vinculación que cuenten con un aval 

empresario; Proyectos de transmisión de tecnología y/o de asistencia técnica, 

cuya ejecución está cargo de una unidad de vinculación: Sólo por las 

empresas productivas.  

 

ARTICULO 11º.- A los fines del objeto de la presente ley, se deberán 

priorizar a: La micro, pequeña y mediana empresa, adoptando como criterio 

para su definición, el establecido por la resolución 401/89 del Ministerio de 

Economía; Aquellos proyectos que sean de interés nacional, provincial o de 

una actividad sectorial.  



6 
 

 

 

ARTICULO 12º.- Créase el Fondo para la Promoción y Fomento de la 

Innovación cuyo destino específico será las previsiones de los incisos c) y d) 

del artículo 9 de la presente ley.  

 

ARTICULO 13º.- El Fondo creado por el artículo anterior se constituirá 

con: El aporte que realice el Estado nacional a través del presupuesto de la 

Nación, y decretos y leyes especiales; Contribuciones y subsidios de otras 

reparticiones o dependencias oficiales y privadas; El producido estipulado en 

el artículo 8 inciso b.2) de la presente ley; Los aportes resultantes de 

convenios o acuerdos con organismos internacionales o extranjeros; 

Legados, donaciones y herencias.  

 

SECCION VI - AUTORIDAD DE APLICACIÓN  

 

ARTICULO 14º.- La Secretaría de Ciencia y Tecnología de la Nación, 

será la autoridad de aplicación de la presente ley.  

 

ARTICULO 15º.- Serán funciones de la autoridad de aplicación: a) 

Formular la reglamentación general; b) Habilitar las unidades de vinculación; 

c) Aprobar y determinar los porcentajes con que serán beneficiados los 

proyectos que soliciten los instrumentos de promoción y fomento estipulados 

en la Sección 5 de la presente ley (artículos 9 , 10, 11 y 12), cuando 

correspondiere; d) Disponer del destino de los fondos coparticipados a la 

Nación, y el de las provincias no adheridas según lo establecido en los 

artículos 19 y 20 de la presente ley; e) Proponer al Poder Ejecutivo Nacional 

los instrumentos de promoción y fomento para cada ejercicio económico; f) 

Proponer al Poder Ejecutivo Nacional, la estructuración de un sistema de 

fondos de inversión o capital de riesgo, bajo los lineamientos establecidos en 

el artículo 3 , inciso f); g) Reglamentar el sistema de evaluación a que hace 

referencia el artículo 9 "in fine"; h) Establecer pautas generales para 

estructurar sistemas de capacitación, reentrenamiento y formación 

empresarial y de personal; y de capacitación en negocios para la micro, 

pequeña y mediana empresa , los que deberán ser provistos por terceros. En 
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todos los casos la autoridad de aplicación requerirá el asesoramiento del 

Consejo Consultivo para la Promoción y Fomento de la Innovación, que se 

crea en la Sección 7 de la presente ley. La tramitación de los temas indicados 

en los incisos b) y c) del presente artículo se iniciará por el Consejo 

Consultivo, quien los elevará a la autoridad de aplicación.  

 

SECCION VII - CONSEJO CONSULTIVO PARA LA PROMOCIÓN Y 

FOMENTO DE LA INNOVACIÓN  

 

ARTICULO 16º.- Créase el Consejo Consultivo para la Promoción y 

Fomento de la Innovación, cuyas funciones serán asesorar y proponer 

acciones ante la autoridad de aplicación.  

 

ARTICULO 17º.- El Consejo Consultivo para la Promoción y Fomento 

de la Innovación, será presidido por el Secretario de Ciencia y Tecnología y 

estará constituido por los representantes de los siguientes organismos: a) 

Uno por el Ministerio de Economía de la Nación; b) Uno por el Ministerio de 

Defensa; c) Dos por las provincias adheridas; d) Uno por el Consejo Nacional 

de Investigaciones Científicas y Técnicas; e) Uno por la Comisión Nacional 

de Energía Atómica; f) Uno por el Instituto Nacional de Tecnología Industrial; 

g) Uno por el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria; h) Dos por el 

Consejo Interuniversitario Nacional; i) Uno por el Consejo de Rectores de 

Universidades Privadas; j) Uno por las unidades de vinculación; k) Cuatro por 

las organizaciones gremiales productivas; l) Uno por la Confederación 

General del Trabajo; m) Dos por el sector financiero. Serán designados por el 

Poder Ejecutivo a propuesta de los organismos respectivos, quien además 

reglamentará su funcionamiento El Consejo Consultivo podrá reunirse en 

pleno y en comisiones permanentes, de acuerdo con el reglamento que 

regule su funcionamiento. El Consejo Consultivo podrá integrar una 

secretaría permanente, cuya estructura orgánica, personal y medios 

necesarios para su funcionamiento serán provistos por el organismo que esté 

a cargo de la misma.  

 

SECCION VIII - FEDERALIZACION  
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ARTICULO 18º.- El Poder Ejecutivo Nacional invitará a las provincias y 

a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires a adherir a la presente ley.  

 

ARTICULO 19º.- Los instrumentos de promoción y fomento de la 

innovación, nacionales, indicados en el artículo 9 de la presente ley, se 

distribuirán de la siguiente forma: El veinticinco por ciento (25 %) para la 

Nación; El setenta y cinco por ciento (75 %) para el conjunto de las provincias 

y de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires.  

 

ARTICULO 20º.- La distribución que resulte por aplicación del artículo 

19, inciso b), se efectuará entre las provincias adheridas y la Municipalidad 

de la Ciudad de Buenos Aires, de acuerdo con los siguientes porcentajes: 

Buenos Aires 17,0 Capital Federal 5,5 Catamarca 2,5 Córdoba 6,5 Corrientes 

4,0 Chaco 3,5 Chubut 2,5 Entre Ríos 4,5 Formosa 2,5 Jujuy 3,5 La Pampa 

2,5 La Rioja 2,5 Mendoza 4,5 Misiones 2,5 Neuquén 3,0 Río Negro 3,0 Salta 

4,5 San Juan 3,5 San Luis 2,5 Santa Cruz 2,5 Santa Fe 6,5 Santiago del 

Estero 3,5 Tierra del Fuego 2,5 Tucumán 4,5  

 

ARTICULO 21º.- La provincia que adhiera a la presente ley, tendrá 

como autoridad de aplicación al organismo de ciencia y tecnología provincial, 

debiendo constituir un consejo consultivo.  

 

ARTICULO 22º.- La autoridad de aplicación provincial tendrá como 

funciones: a) Administrar la alícuota determinada en el artículo 20 y los 

fondos que se prevean a nivel provincial; b) Aprobar los proyectos que se 

sometan a su consideración.  

 

SECCION IX - DISPOSICIONES ESPECIALES  

 

ARTICULO 23º.- A los efectos del objeto de la presente ley, 

exceptúanse del artículo 136 de la Ley de Contabilidad General de la Nación 

a los organismos públicos adheridos y habilitados por la presente ley.  
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ARTICULO 24º.- La presente ley deberá ser reglamentada dentro de 

los ciento ochenta días de su promulgación.  

 

ARTICULO 25º.- Derógase toda legislación que se oponga a la 

presente ley.  

 

ARTICULO 26º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. FIRMANTES Pierri 

- Menem - Pereyra Arandía de Pardo – Flombaum Anexos Ley 23.877 Anexo 

I: Reglamento de Beneficios Promocionales Anexo II: Procedimientos para la 

habilitación de las UVT Anexo III: Procedimientos para el reconocimiento de 

idoneidad de departamentos o grupos de I+D de las Empresas Anexo IV: 

Reglamento de Evaluadores Anexo V: Formularios de Beneficios 

Promocionales Anexo VI: Modelo tipo de contrato a suscribir entre el 

beneficiario y la autoridad de a 

 

Ley 25.467  

 

LEY DE CIENCIA, TECNOLOGIA E INNOVACION 

 

CAPITULO I 

 

Del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación 

ARTICULO 1° — El objeto de la presente ley es establecer un marco 

general que estructure, impulse y promueva las actividades de ciencia, 

tecnología e innovación, a fin de contribuir a incrementar el patrimonio 

cultural, educativo, social y económico de la Nación, propendiendo al bien 

común, al fortalecimiento de la identidad nacional, a la generación de trabajos 

y a la sustentabilidad del medio ambiente. 

 

ARTICULO 2° — Se establecen los siguientes objetivos de la política 

científica y tecnológica nacional: 

a) Impulsar, fomentar y consolidar la generación y aprovechamiento 

social de los 

conocimientos; 
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b) Difundir, transferir, articular y diseminar dichos conocimientos; 

c) Contribuir al bienestar social, mejorando la calidad de la educación, 

la salud, la 

vivienda, las comunicaciones y los transportes; 

d) Estimular y garantizar la investigación básica, aplicada, el desarrollo 

tecnológico y la formación de investigadores/as y tecnólogos/as; 

e) Desarrollar y fortalecer la capacidad tecnológica y competitiva del 

sistema productivo de bienes y servicios y, en particular, de las pequeñas y 

medianas empresas; 

f) Potenciar y orientar la investigación científica y tecnológica, 

estableciendo planes y programas prioritarios; 

g) Promover mecanismos de coordinación entre los organismos del 

Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación; 

h) Garantizar la igualdad en oportunidades para personas, organismos 

y regiones de la Nación;  

i) Impulsar acciones de cooperación científica y tecnológica a nivel 

internacional, 

con especial énfasis en la región Mercosur; 

j) Promover el desarrollo armónico de las distintas disciplinas y de las 

regiones que integran el país, teniendo en cuenta la realidad geográfica en la 

que ésta se desenvuelve. 

 

ARTICULO 3° — Se establecen los siguientes principios de carácter 

irrenunciable y aplicación universal, que regirán en cualquier actividad de 

investigación en ciencia, tecnología e innovación: 

a) El respeto por la dignidad de la persona humana; 

b) El respeto por la privacidad e intimidad de los sujetos de 

investigación y la confidencialidad de los datos obtenidos; 

c) La participación libre y voluntaria de las personas en ensayos de 

investigación; 

d) La obligatoriedad de utilizar procesos de consentimiento informado 

en forma 

previa al reclutamiento de sujetos de investigación; 
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e) La obligación de realizar ensayos preclínicos y con animales en 

forma previa a la experimentación con humanos, a fin de determinar 

adecuadamente la relación costo-beneficio, la seguridad y la eficacia; 

f) La protección de grupos vulnerables; 

g) El cuidado y protección del medio ambiente y la biodiversidad de 

todas las 

especies; 

h) El cuidado y protección del bienestar de las generaciones futuras; 

i) La no discriminación de personas en razón de su condición física, 

salud, historial y datos genéticos; 

j) La no comercialización del cuerpo humano o de sus partes o 

información genética de cualquier tipo. 

 

ARTICULO 4° — Estructúrase el Sistema Nacional de Ciencia, 

Tecnología e Innovación, que estará constituido por los órganos políticos de 

asesoramiento, planificación, articulación, ejecución y evaluación 

establecidos por la presente ley; por las universidades, el conjunto de los 

demás organismos, entidades e instituciones del sector público nacional, 

provincial, municipal y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del sector 

privado que adhieren a esta norma, que realicen actividades sustantivas 

vinculadas al desarrollo científico, tecnológico, innovador, de vinculación, 

financiamiento, formación y perfeccionamiento de recursos humanos, así 

como sus políticas activas, estrategias y acciones. 

 

CAPITULO II 

 

De las responsabilidades del Estado nacional 

 

ARTICULO 5° — El Estado nacional tiene las siguientes 

responsabilidades indelegables en materia de política científica, tecnológica y 

de innovación:  

a) Generar las condiciones para la producción de los conocimientos 

científicos, así como los tecnológicos apropiables por la sociedad argentina; 
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b) Financiar la parte sustantiva de la actividad de creación de 

conocimiento conforme con criterios de excelencia; 

c) Orientar la investigación científica y el desarrollo tecnológico, 

estableciendo prioridades en áreas estratégicas que sirvan al desarrollo 

integral del país y de las regiones que lo componen; 

d) Promover la formación y el empleo de los científicos/as; y 

tecnólogos/as y la adecuada utilización de la infraestructura física de que se 

dispone, así como proveer a su oportuna renovación y ampliación; 

e) Establecer el Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, 

sus prioridades y programas, teniendo en cuenta políticas de desarrollo 

armónico del país; 

f) Fomentar la radicación de científicos y tecnólogos en las distintas 

regiones del país, priorizando las de menor desarrollo relativo. 

ARTICULO 6° — El Estado nacional formulará las políticas y 

establecerá los mecanismos, instrumentos e incentivos necesarios para que 

el sector privado contribuya a las actividades e inversiones en el campo 

científico, tecnológico e innovativo. 

 

CAPITULO III 

 

De la estructura del Sistema de Ciencia, Tecnología e Innovación 

 

ARTICULO 7° — En la organización y funcionamiento del sistema se 

deberán tener en cuenta los siguientes criterios: 

a) Estructurarse en forma de red, posibilitando el funcionamiento 

interactivo, coordinado y flexible ante los requerimientos de la sociedad; 

b) Procurar el consenso, la coordinación, el intercambio y la 

cooperación entre todas las unidades y organismos que lo conforman, 

respetando tanto la pluralidad de enfoques teóricos y metodológicos cuanto la 

labor de los equipos de investigadores/ as; 

c) Establecer los espacios propios tanto para la investigación científica 

como para la tecnológica, procurando una fluida interacción y armonización 

entre ambas. 
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ARTICULO 8° — Créase el Gabinete Científico y Tecnológico 

(GACTEC), en el ámbito de la Jefatura de Gabinete de Ministros. Será 

presidido por el jefe de Gabinete de Ministros y estará integrado por todos los 

ministros y por todos los secretarios de Estado que dependan directamente 

de la Presidencia y que tengan actividades que se vinculan con la ciencia y 

tecnología. El Gabinete Científico y Tecnológico, con la asistencia del 

Consejo Federal de Ciencia, Tecnología e Innovación (COFECYT), del 

Consejo Interinstitucional de Ciencia y Tecnología (CICYT) y la Comisión 

Asesora para el Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, tendrá, 

entre otras que se determinen, las siguientes responsabilidades:  

a) Establecer las políticas nacionales y las prioridades consiguientes, 

bajo la forma de un Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, que 

se incluirá para su tratamiento y aprobación por el Congreso de la Nación 

como anexo en el proyecto de ley de presupuesto de la administración 

pública nacional; 

b) Proponer el presupuesto anual de ingresos y gastos de la función 

Ciencia y Tecnología a ser incorporado al proyecto de ley de presupuesto de 

la administración pública nacional y/o al Plan Nacional de Inversión Pública; 

c) Evaluar anualmente la ejecución del Plan Nacional de Ciencia, 

Tecnología e Innovación y su grado de cumplimiento y remitir el informe 

correspondiente al Congreso de la Nación. 

 

ARTICULO 9° — La Secretaría para la Tecnología, la Ciencia y la 

Innovación Productiva (SETCIP) actuará como la secretaría ejecutiva y 

organismo de apoyo del GACTEC. Serán funciones de la SETCIP, sin 

perjuicio de lo establecido en el decreto 20/99 y otras normas sustitutivas, 

complementarias o modificatorias: 

a) Elaborar la propuesta del Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e 

Innovación, sobre la base de prioridades sectoriales y regionales de corto, 

mediano y largo plazo, que deberá surgir de una amplia consulta con todos 

los actores y sectores del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e 

Innovación y elevarla al GACTEC; 

b) Elaborar anualmente un informe de evaluación del Plan Nacional de 

Ciencia, Tecnología e Innovación, los organismos, programas y proyectos 
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que los componen, el cumplimiento de las prioridades establecidas y 

ejecución presupuestaria y los indicadores que considere convenientes para 

la evaluación del sistema, teniendo en cuenta las misiones y funciones 

específicas de cada organismo institución; 

c) Conformar y mantener actualizado los sistemas de información y 

estadísticas del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación e 

instrumentar un registro de las publicaciones, tanto en el país como en el 

exterior, de los investigadores argentinos; 

d) Organizar un banco nacional de proyectos de investigación 

científica y tecnológica, a fin de identificar y articular ofertas y demandas de 

los organismos e instituciones públicas que componen el Sistema Nacional 

de Ciencia, Tecnología e Innovación y de entidades o empresas privadas; 

e) Asistir a los consejos regionales de Ciencia y Tecnología con el 

objeto de facilitar su funcionamiento y realizar el seguimiento 

correspondiente; 

f) Organizar y mantener un registro nacional de investigadores 

científicos y tecnólogos, personal de apoyo y becarios internos y externos 

que revisten en instituciones oficiales o privadas. 

 

ARTICULO 10. — Créase el Consejo Federal de Ciencia, Tecnología e 

Innovación 

(COFECYT) integrado por los funcionarios de máximo nivel en el área 

de los gobiernos provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que 

adhieran a la presente ley. El COFECYT será un cuerpo de elaboración, 

asesoramiento y articulación de políticas y prioridades nacionales y 

regionales que promuevan el desarrollo armónico de las actividades 

científicas, tecnológicas e innovadoras en todo el país.  El Consejo Federal 

tiene la facultad de fijar su propia organización y reglamento de 

funcionamiento, siendo su presidencia ejercida por el secretario para la 

Tecnología, la Ciencia y la Innovación Productiva. El COFECYT designará 

entre sus miembros, un Coordinador Ejecutivo, quien, entre otras 

responsabilidades, será miembro informante ante el GACTEC. 

 

ARTICULO 11. — Son funciones del Consejo Federal: 
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a) Promover medidas para que, a través de una labor coordinada y 

coherente de los organismos e instituciones —públicos y privados— se logre 

una racional utilización de los recursos humanos, económicos y tecnológicos; 

b) Coordinar acciones en el marco del plan nacional con los planes 

provinciales respectivos, como así también con los programas y políticas 

provinciales, en aquellos temas que comprometan la acción conjunta de la 

Nación, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 

c) Evaluar los resultados logrados con la aplicación de las políticas y 

las acciones propuestas. Las conclusiones de tal evaluación serán elevadas 

al GACTEC, a los fines previstos en el artículo 8°, inciso c) de la presente ley; 

d) Promover y convocar la constitución de consejos regionales de 

Ciencia y Tecnología conformados por los responsables del área, de las 

provincias que integran cada región del país, de las universidades nacionales 

y de los organismos, institutos y centros nacionales o provinciales que 

realizan actividades científicas y tecnológicas con sede en la región. Cada 

consejo regional podrá invitar a participar del mismo a las cámaras 

empresariales y entidades privadas que estime conveniente. 

 

ARTICULO 12. — Créase la Agencia Nacional de Promoción 

Científica, Tecnológica y de Innovación como organismo desconcentrado 

dependiente de la Secretaría para la Tecnología, la Ciencia y la Innovación 

Productiva, que tendrá como función atender a la organización y la 

administración de instrumentos para la promoción, fomento y financiamiento 

del desarrollo científico, tecnológico y de la innovación. La Agencia Nacional 

de Promoción Científica, Tecnológica y de Innovación procurará y 

administrará fondos provenientes de distintas fuentes y los adjudicará a 

través de evaluaciones, concursos, licitaciones o mecanismos equivalentes 

que garanticen transparencia. 

 

ARTICULO 13. — El gobierno y administración de la Agencia Nacional 

de Promoción Científica, Tecnológica y de Innovación estará a cargo de un 

directorio nombrado por el Poder Ejecutivo nacional, a propuesta del 

secretario para la Tecnología, la Ciencia y la Innovación Productiva. 
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Los directores deberán representar las disciplinas vinculadas al objeto 

de la Agencia y asegurar una adecuada representación geográfica del país. 

 

ARTICULO 14. — Créase el Consejo Interinstitucional de Ciencia y 

Tecnología (CICYT) que estará integrado por: 

a) La máxima autoridad de los organismos nacionales que realizan 

actividades científicas y tecnológicas: 

• El Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas – 

Conicet  

• La Comisión Nacional de Energía Atómica –CNEA 

• El Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria – INTA 

• El Instituto Nacional de Tecnología Industrial –INTI 

• La Comisión Nacional de Actividades Espaciales CONAE) 

• El Servicio Geológico Minero Argentino - SEGEMAR 

• El Instituto Nacional de Desarrollo Pesquero –INIDEP 

• El Instituto Nacional del Agua (INA) 

• El Centro de Investigación Tecnológica de las Fuerzas Armadas – 

CITEFA 

• La Administración Nacional de Laboratorios e Institutos de Salud - 

ANLIS, y de los que se creen en el futuro; 

b) Un rector de universidad nacional de cada región del país, a 

propuesta del Consejo Interuniversitario Nacional. El Consejo 

Interinstitucional de Ciencia y Tecnología podrá invitar a participar a 

instituciones públicas o privadas. Se invitará al Consejo de Rectores de 

Universidades Privadas a designar a un rector de universidad privada. En 

todos los casos deberá tratarse de instituciones y universidades con actividad 

sustantiva en ciencia, tecnología o innovación con asiento en territorio 

nacional. 

El CICYT fijará su propia organización y reglamento de 

funcionamiento, y estará presidido por el secretario para la Tecnología, la 

Ciencia y la Innovación Productiva. 
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ARTICULO 15. — Serán funciones del CICYT, sin perjuicio de las 

autonomías o autarquías administrativas de los organismos que lo 

componen, coordinar acciones tendientes a: 

a) Coadyuvar al mejor cumplimiento del Plan Nacional de Ciencia, 

Tecnología e Innovación; 

b) Optimizar el empleo de los recursos existentes con una mayor 

articulación entre los programas y proyectos de las instituciones del sistema, 

a fin de evitar superposiciones en las actividades; 

c) Favorecer la formación, desarrollo y consolidación de 

investigadores/as, tecnólogos/as, becarios/ as y personal de apoyo, 

resguardando las especificidades propias de las diferentes áreas temáticas 

de la ciencia y la tecnología; 

d) Mejorar los vínculos entre los sectores público y privado, 

promoviendo la participación del sector privado en la inversión en ciencia y 

tecnología; 

e) Evaluar los resultados logrados con la aplicación de las políticas y 

las acciones propuestas. Las conclusiones de tal evaluación serán elevadas 

al GACTEC, a los fines previstos en el artículo 8°, inciso c) de la presente ley;  

f) Proponer las normativas requeridas para que, garantizando una 

efectiva capacidad de control de sus acciones, los organismos e instituciones 

públicas que componen el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e 

Innovación, cuenten con pleno derecho y autarquía administrativa para 

promover y ejecutar programas y proyectos y vincularse con el sector 

productivo de manera eficiente y competitiva. 

 

ARTICULO 16. — Créase la Comisión Asesora para el Plan Nacional 

de Ciencia, Tecnología e Innovación. Esta comisión estará integrada por 

personalidades destacadas y representativas de los diferentes actores del 

Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, procurando la 

participación de las universidades públicas y privadas, de los organismos 

científicos y tecnológicos, del sector financiero público y privado, de las 

unidades de interface, la industria, los servicios, las provincias y el Poder 

Legislativo nacional. 



18 
 

 

Los miembros de la comisión serán designados por el Poder Ejecutivo 

nacional, a propuesta de cada sector representado. Durarán cuatro años en 

sus funciones, se renovarán por mitades y podrán ocupar la función por más 

de un período. 

 

ARTICULO 17. — La Comisión Asesora para el Plan Nacional de 

Ciencia, Tecnología e Innovación podrá convocar a los miembros del sistema 

nacional para solicitar información y opiniones en el ámbito de su 

competencia cuando así lo considere necesario. Serán sus funciones: 

a) Asistir a la SETCIP y al GACTEC en la elaboración de la propuesta 

del plan nacional y sus programas; 

b) Efectuar el seguimiento del Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e 

Innovación; 

c) Proponer correcciones y modificaciones al plan nacional y sus 

programas. 

La comisión asesora dictará su propio reglamento, acorde a las 

disposiciones de la presente ley y de las normas complementarias que dicte 

el Poder Ejecutivo nacional. 

 

ARTICULO 18. — Los organismos e instituciones públicas que 

conforman el 

Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación —además de lo 

que determine su propia normativa de creación— deberán: 

a) Contribuir a la definición de los objetivos del Plan Nacional de 

Ciencia, Tecnología e Innovación y colaborar en las tareas de evaluación y 

seguimiento de los mismos, en materia de su competencia; 

b) Establecer mecanismos que promuevan y estimulen la obtención de 

la propiedad intelectual o industrial y/o la publicación de los resultados de las 

investigaciones científicas y tecnológicas; 

c) Proveer a la SETCIP en tiempo y forma, la información que ésta 

solicite, en la medida que no afecte convenios de confidencialidad; 

d) Aceptar las evaluaciones y auditorías externas institucionales que 

establezca la SETCIP en acuerdo con el GACTEC y considerar sus 

recomendaciones. 
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ARTICULO 19. — Los organismos e instituciones públicas que 

componen el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación —sin 

perjuicio de lo establecido en su normativa de creación— podrán:  

a) Disponer, con autorización y control del ministerio respectivo y los 

organismos competentes, de los fondos extrapresupuestarios originados en 

contratos celebrados con entidades públicas o privadas, empresas o 

personas físicas, por la realización de trabajos de carácter científico, 

asesoramiento técnico, cursos, derechos de propiedad intelectual o industrial 

y donaciones, siempre que dichos fondos sean destinados a la ejecución de 

programas y proyectos científicos o tecnológicos específicos, o a la 

realización de los trabajos mencionados anteriormente; 

b) Constituir Unidades de Vinculación Tecnológica en el marco de la 

ley 23.877; 

c) Participar en el capital de sociedades mercantiles o empresas 

conjuntas, de empresas de base tecnológica o que tengan como objetivo la 

realización de actividades de investigación científica o desarrollo tecnológico, 

en la medida que no afecten el patrimonio del Estado y sean aprobados por 

el Poder Ejecutivo nacional. 

 

CAPITULO IV 

 

De la planificación en ciencia, tecnología e innovación 

 

ARTICULO 20. — El Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e 

Innovación será el instrumento central de la política de ciencia y tecnología y 

tendrá como bases para su duración: 

a) El establecimiento de líneas estratégicas; 

b) La fijación de prioridades; 

c) El diseño y desarrollo de programas nacionales, sectoriales, 

regionales y especiales. 

 

ARTICULO 21. — El plan nacional será propuesto por la Comisión 

Asesora para el Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, la cual lo 
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presentará a la Secretaría para la Tecnología, la Ciencia y la Innovación 

Productiva. Dicho plan nacional deberá surgir de una amplia consulta entre 

todos los actores y sectores del sistema; tendrá una duración cuatrienal y 

será revisable anualmente. 

El Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación se materializará 

a través de programas sectoriales, regionales y especiales en las áreas del 

conocimiento que se establezca, que contemplarán objetivos estratégicos, 

resultados esperados, actividades, recursos y previsiones de financiamiento. 

Los programas sectoriales serán aquellos que contribuyan a la 

resolución de una problemática social o productiva de un determinado sector, 

pudiendo referirse a funciones no delegadas por el Estado o de impacto en 

las actividades sectoriales productivas, tanto de bienes como de servicios. 

Los programas regionales serán aquellos que respondan a la 

promoción o desarrollo de una jurisdicción o de una determinada región del 

país, sean para el fortalecimiento y desarrollo de las economías regionales, o 

bien para la atención de problemáticas sociales regionales. 

Los programas especiales son aquellos que atañen a temáticas 

científicas, tecnológicas o innovadoras de alto impacto social o de relevancia 

estratégica para la Nación.  

La Comisión Asesora para el Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e 

Innovación podrá proponer nuevos programas o modificaciones a los 

enunciados. 

 

CAPITULO V 

 

Del financiamiento de las actividades de investigación y desarrollo 

 

ARTICULO 22. — Concurren al financiamiento del Sistema Nacional 

de Ciencia, 

Tecnología e Innovación: 

a) El Estado nacional mediante las partidas presupuestarias asignadas 

correspondientes a la función de Ciencia y Tecnología en la respectiva ley de 

presupuesto y previstas en los presupuestos plurianuales; 
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b) Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a quienes se 

invita a establecer niveles presupuestarios similares al Estado nacional; 

c) Las empresas privadas, instituciones u organismos no 

gubernamentales que realicen promoción y ejecución de actividades 

científicas y tecnológicas por sí mismas o en concordancia con el Plan 

Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación; 

d) Aportes públicos o privados externos. La parte sustantiva de las 

asignaciones presupuestarias destinadas a la promoción de la actividad 

científica, tecnológica e innovativa deberá realizarse sobre la base de 

prioridades del Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

 

CAPITULO VI 

 

De la evaluación de las actividades científicas y tecnológicas 

 

ARTICULO 23. — La evaluación de la actividad científica y tecnológica 

constituye una obligación permanente del Estado que tendrá como finalidad 

valorar la calidad del trabajo de los científicos y tecnólogos, asignar los 

recursos destinados a la ciencia y la tecnología y estimar la vinculación de 

estas actividades con los objetivos sociales. 

Los sistemas de evaluación que se implementen deberán atenerse a 

las siguientes condiciones: 

a) Aplicar procedimientos democráticos, rigurosos, transparentes y 

públicos; 

b) Utilizar como atributos básicos, la calidad y la pertinencia; 

c) Considerar las particularidades propias de las actividades científicas 

y las tecnológicas; 

d) Instituir formas de selección de los evaluadores que garanticen su 

idoneidad e imparcialidad; 

e) Informar a los evaluados de los criterios, resultados y argumentos 

que fundamentan las calificaciones y clasificaciones de los resultados de los 

concursos o instancias de evaluación;  

f) Establecer instancias de apelación. 
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ARTICULO 24. — Dentro del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología 

e Innovación, sin perjuicio de las demás evaluaciones que establezca la 

legislación vigente, se aplicarán evaluaciones a los investigadores/as, a los 

grupos de trabajo y laboratorios, a los proyectos y programas, a las 

instituciones y al Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

 

CAPITULO VII 

 

Disposiciones especiales 

 

ARTICULO 25. — Con el propósito de potenciar, cohesionar y 

jerarquizar a la comunidad nacional de investigadores/as, el Poder Ejecutivo 

nacional deberá arbitrar los mecanismos para: 

a) Promover la articulación, vinculación, complementación y movilidad 

horizontal de los investigadores/ as; 

b) Generar el Registro Nacional de Científicos y Tecnólogos; 

c) Instituir la distinción "Investigador de la Nación Argentina". 

 

ARTICULO 26. — Podrán pertenecer al Registro Nacional de 

Científicos y Tecnólogos, así como a aspirar a obtener la distinción 

"Investigador de la Nación Argentina", los científicos/as y tecnólogos/ as, 

residentes en el país o en el exterior, que cumplan con los requisitos que se 

establezcan en la reglamentación de la presente ley. 

La distinción "Investigador de la Nación Argentina" será otorgada por 

el Poder Ejecutivo nacional a propuesta de la Secretaría para la Tecnología, 

la Ciencia y la Innovación Productiva, a partir de postulaciones de integrantes 

del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, definidos por el 

artículo 4° de la presente ley. 

 

 

CAPITULO VIII 

 

Disposiciones generales 
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ARTICULO 27. — El Poder Ejecutivo nacional procederá a 

reglamentar la presente ley dentro de los ciento ochenta días corridos, a 

partir de su promulgación. La autoridad de aplicación de la presente ley será 

la Secretaría para la Tecnología, la Ciencia y la Innovación Productiva 

(SETCIP). 

 

ARTICULO 28. — La participación en los distintos consejos instituidos 

por la presente ley tendrá carácter honorario. 

 

ARTICULO 29. — Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires a adherir a la presente ley. 

 

ARTICULO 30. — Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, 

EN BUENOS AIRES, A LOS VEINTINUEVE DIAS DEL MES DE AGOSTO 

DEL AÑO DOS MIL UNO.  

— REGISTRADA BAJO EL N° 25.467 — RAFAEL PASCUAL — 

MARIO A. LOSADA — Guillermo Aramburu— Juan C. Oyarzún. 

 

TRATADO DE INTEGRACIÓN REGIONAL  

ENTRE LAS PROVINCIAS DE CÓRDOBA Y DE SANTA FE 

 

Nosotros Los Gobernadores de las Provincias de Córdoba, Dr. Ramón 

Bautista Mestre y de Santa Fe, Ing. Jorge Alberto Obeid, en pleno ejercicio de 

los mandatos y responsabilidades otorgados por la soberanía popular de 

nuestros respectivos pueblos: En consideración a la Declaración Conjunta 

suscripta en la localidad de El Fortín el 2 de mayo de 1998 por la cual las 

provincias que representamos, en base a los fuertes vínculos históricos, 

económicos, sociales y culturales que las une, y a una firme y reiterada 

decisión a integrarse, se comprometieron a impulsar la creación de la Región 

Central; Con la profunda convicción de una imperiosa necesidad de cambios 

políticos, jurídicos, económicos, culturales e institucionales ante los 

inconvenientes atravesados por el federalismo durante toda la historia 

argentina para conseguir el efectivo aseguramiento de la integración regional 
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y nacional; Con fundamento además en la reforma constitucional de 1994 

que en tal sentido ha previsto, entre otras disposiciones, el fortalecimiento de 

los lazos interprovinciales, reconociendo a las provincias en el Art. 124 la 

posibilidad de crear regiones para el desarrollo económico y social, y de 

establecer órganos con facultades propias para el cumplimiento de sus fines; 

Con la firme decisión de implementar un federalismo de cooperación y 

concertación y propender a maduras y modernas relaciones 

interjurisdiccionales de conformidad a lo establecido en los artículos 124 y 

125 de la referida Ley Suprema; Y con la idea compartida de lograr la 

integración anhelada como mejor respuesta frente a los desafíos que 

presenta la política nacional americana y mundial, procurando mediante una 

unidad funcional favorecer la mecánica propia del federalismo argentino en 

armonía con los intereses nacionales; Reconociendo la extraordinaria 

importancia de esta decisión, destinada a fortalecer el desarrollo de la región 

en el marco de las relaciones y lazos interprovinciales previstos en la 

Constitución Nacional para el desarrollo económico y social de nuestros 

pueblos; Por ello en pleno ejercicio de las facultades constitucionales 

instituidas; Acordamos:  

Artículo Primero: Crear la Región Centro de la Argentina integrada por 

las Provincias de Córdoba y Santa Fe con el fin de promover el desarrollo 

económico y social en virtud de lo establecido en el Art. 124 de la 

Constitución Nacional y el desarrollo humano, la salud, la educación, la 

ciencia, el conocimiento y la cultura de conformidad a lo estipulado en el Art. 

125 de la referida Ley Suprema de la Nación.  

 

Artículo Segundo: Instituir como organismo máximo de decisión 

ejecutivo de la Región Centro a la Junta de Gobernadores la que está 

integrada por los Primeros Mandatarios de las Provincias signatarias del 

presente tratado.  

 

Artículo Tercero: A la Junta de Gobernadores le incumbe la 

conducción política del proceso de integración como Órgano Superior de la 

Región Centro y la promoción de todas las acciones necesarias para el 

cumplimiento de los objetivos establecidos en el artículo primero.  
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Artículo Cuarto: Instituir como organismo de implementación de las 

políticas regionales al Comité Ejecutivo, integrado por los Ministros de las 

Provincias signatarias, con facultad de proponer proyectos y programas a la 

Junta de Gobernadores, crear y regular subgrupos de trabajo y los demás 

funcionarios que le sean expresamente delegados por la Junta de 

Gobernadores. Además deberá ejecutar las medidas necesarias para el 

cumplimiento de las decisiones que ésta le imparta y supervisar las 

actividades de la Secretaría Administrativa de la Región.  

 

Artículo Quinto: Instituir como instancia deliberativa de la Región 

Centro a la Comisión Parlamentaria Conjunta, integrada por los legisladores 

de cada una de las Provincias signatarias, elegidos por las respectivas 

Cámaras Legislativas con representación de las minorías y la que tiene 

carácter consultivo, deliberativo y de formulación de propuestas.  

 

Artículo Sexto: Instituir como organismo de coordinación de la 

integración regional a la Secretaria Administrativa, integrada por un 

funcionario en representación de cada provincia signataria y cuya sede será 

rotativa cada año entre las mismas. [deberá] Desempeñar las tareas que le 

sean impartidas por la Junta de Gobernadores y la Comisión Ejecutiva de la 

Región Central y tiene carácter administrativo y organizativo de los demás 

órganos instituidos.  

 

Artículo Séptimo: La Junta de Gobernadores podrá acordar políticas 

regionales en las distintas materias a través de Protocolos adicionales que 

serán implementados en las respectivas jurisdicciones provinciales por el 

Comité Ejecutivo.  

 

Artículo Octavo: La Junta de Gobernadores deberá procurar la 

participación de la Región Centro en la formulación y ejecución de las 

políticas del MERCOSUR que le afecten, junto al Gobierno de la Nación.  
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Artículo Noveno: La Junta de Gobernadores deberá procurar la 

participación de los gobiernos municipales de la Región Centro en la 

formulación y ejecución de las políticas regionales que le afecten.  

 

Artículo Décimo: Son facultades de la Junta de Gobernadores: Decidir 

y aprobar los programas de desarrollo económico y social de la Región 

Centro, evaluar su ejecución, dictar las normas necesarias para su 

conducción, negociar y firmar acuerdos, crear y regular órganos que estime 

pertinentes, dictar reglamentos, homologar los estatutos o reglamentos 

internos de los demás órganos instituidos, designar al titular de la Secretaría 

Administrativa de la Región y cualquier otro acto relativo al cumplimiento de 

los objetivos establecidos por el presente Tratado Interprovincial para la 

integración de la Región Central. Artículo Décimo Primero: El presente 

Tratado de Integración Regional será sometido a la aprobación de las 

respectivas Legislaturas Provinciales en el plazo de treinta días a partir de la 

fecha de conformidad de las disposiciones constitucionales de cada una de 

las Provincias signatarias. Cumplido el procedimiento en ambas 

jurisdicciones de conformidad a lo prescripto por el artículo 124 de la 

Constitución Nacional, se dará conocimiento del presente al Congreso de la 

Nación.  

 

Artículo Décimo Segundo: La Junta de Gobernadores podrá invitar a 

otras provincias a formar parte de la Región Centro.  

En prueba de conformidad, los mandatarios Gobernadores de las 

Provincias de Córdoba, Dr. Ramón Bautista Maestre y de Santa Fe, Ing. 

Jorge Alberto Obeid, firmamos tres ejemplares del presente Tratado 

Interprovincial de un mismo tenor y a un solo efecto, en el límite 

interprovincial sobre la Ruta Nacional Nº 19, a los 15 días del mes de Agosto 

de 1998 

 

PROTOCOLO ADICIONAL AL TRATADO DE INTEGRACION 

REGIONAL DE 16 DE AGOSTO DE 1998 
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En la ciudad de Córdoba, a veintiocho días del mes de julio de dos mil 

cuatro, las Provincias de Córdoba, Santa Fe y Entre Ríos, en adelante 

denominadas Provincias Parte, representadas por sus gobernadores Dr. José 

Manuel de la Sota, Ing. Jorge Alberto Obeid y Dr. Jorge Pedro Busti, 

respectivamente; en cumplimiento de lo establecido por los párrafos segundo 

a sexto del exordio y artículo décimo del Tratado de Integración Regional del 

15 de agosto de 1998, y en uso de las facultades conferidas por el artículo 

Tercero del citado instrumento; 

Conscientes de la necesidad de profundizar los avances alcanzados, 

otorgando continuidad y estabilidad institucional a la conformación de la 

Región Centro de Argentina, integrada por las “Provincias parte”, en los 

términos establecidos por el referido Tratado y los artículos 124 y 125 de la 

Constitución Nacional. 

Reafirmando los principios y objetivos del Tratado de Integración 

Regional y actas preexistentes y posteriores a la firma del mismo, y atentos a 

la necesidad de consolidar crecientes niveles de participación conjunta, en 

diversos contextos y escenarios nacionales e internacionales, a través de la 

concertación en la definición y ejecución de políticas para el desarrollo 

económico y social. 

Reconociendo el destacado trabajo y el valioso aporte desarrollado por 

las estructuras intergubernamentales y por calificados actores de la sociedad 

civil organizada durante la fase de transición institucional que hoy culmina, a 

partir de la reglamentación de los órganos de la Región Centro. 

Acuerdan: 

Art. 1: Se ratifica la estructura orgánica establecida por el Tratado de 

Integración Regional de 1998. Sin perjuicio de ello, podrán ser creados, en 

los términos del presente Protocolo, las estructuras intergubernamentales 

auxiliares que fueren necesarias para la consecución de los objetivos del 

proceso de integración. 

Art. 2:Apruébase el Reglamento de la Junta de Gobernadores de la 
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Región Centro de Argentina que, como Anexo I, forma parte integrante del 

presente Protocolo. 

Art. 3: Apruébase el Reglamento del Comité Ejecutivo de la Región 

Centro de Argentina que, como Anexo II, forma parte integrante del presente 

Protocolo. 

Art. 4: Apruébase el Reglamento de la Secretaría Administrativa de la 

Región Centro de Argentina, que, como Anexo III, forma parte integrante del 

presente Protocolo. 

Art. 5: Una comisión de juristas analizará la factibilidad de que la 

Región Centro de Argentina obtenga personalidad jurídica de derecho 

público, y como tal y a ese fin, las facultades y deberes para practicar todos 

los actos necesarios para la realización de sus objetivos, en especial 

contratar, adquirir o enajenar bienes muebles e inmuebles, comparecer en 

juicio, conservar fondos, hacer transferencias y suscribir acuerdos con el 

Gobierno Federal, Estados extranjeros autónomos o soberanos y organismos 

intergubernamentales o comunitarios. 

Art. 6: Al efecto institucional, la Región Centro de Argentina participará 

como bloque intergubernamental en diferentes instancias nacionales e 

internacionales. 

Art. 7: Las decisiones y resoluciones de los órganos de la Región 

Centro serán tomadas por consenso y con la presencia de todos los Estados 

Partes salvo, en este último supuesto, caso de fuerza mayor o circunstancia 

gravísima, que deberá enmendarse en el plazo más breve que sea posible. 

Art. 8: Las Provincias Parte se comprometen a adoptar todas las 

medidas necesarias para asegurar, en sus respectivos territorios, el 

cumplimiento de las normas emanadas de los órganos de la Región Centro 

previstos en el Tratado de Integración Regional y en este Protocolo. Las 

Provincias Parte coordinarán con la Secretaría Administrativa de la Región 

Centro medidas tendientes a este fin. 
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Art. 9: Serán publicados en el Boletín Oficial de la Región Centro de 

Argentina, íntegramente, las normas aprobadas por los distintos órganos, así 

como cualquier acto administrativo, institucional, legislativo o judicial 

emanado de éstos o de las Provincias al cual la Junta de Gobernadores o el 

Comité Ejecutivo entiendan necesario atribuirle publicidad regional oficial. La 

Secretaría Administrativa coordinará con las Provincias Parte los aspectos 

operativos que garanticen la plena seguridad jurídica. 

Art. 10: La Secretaría Administrativa de la Región Centro contará con 

un presupuesto para atender sus gastos de funcionamiento y aquellos que 

disponga el Comité Ejecutivo o la Junta de Gobernadores. Tal presupuesto 

será financiado, en partes iguales, por contribuciones de los Estados Partes. 

Una comisión técnica establecerá las fuentes de esos recursos y el modo de 

transferencia en los próximos treinta días contados a partir de la firma del 

presente protocolo. 

Art. 11: Las Provincias Parte convocarán, cuando lo juzguen oportuno, 

a una conferencia intergubernamental con el objetivo de revisar la estructura 

institucional vigente, así como las atribuciones específicas de cada uno de 

sus órganos. 

Art. 12: El presente Protocolo, parte integrante del Tratado de 

Integración Regional, tendrá duración indefinida y será sometido a la 

aprobación de las respectivas Legislaturas Provinciales, en el plazo de treinta 

días contados a partir de la fecha, de conformidad a las disposiciones 

constitucionales de cada una de las Provincias signatarias. Cumplido el 

procedimiento en ambas jurisdicciones, y con arreglo a lo prescripto por el 

artículo 124 de la Constitución Nacional, se dará conocimiento del presente al 

Congreso de la Nación. 

Art. 13: En materia de adhesión o denuncia, regirán como un todo, 

para el presente Protocolo, las normas establecidas por el Tratado de 

Integración Regional. La adhesion 

o denuncia al Tratado de Integración Regional o al presente Protocolo 

significan, ipso jure, la adhesión o denuncia al presente Protocolo y al 
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Tratado de Integración Regional. 

Art. 14: El presente Protocolo se denominará Protocolo de Córdoba. 

Art. 15: Queda expresamente establecido a los fines que hubiere lugar, 

que las disposiciones de este Protocolo sustituyen a las acordadas mediante 

Acta de San Francisco de mayo de 2000, en particular en lo que se refiere a 

los reglamentos de la Secretaría Administrativa y Comité Ejecutivo, atento a 

que las mismas carecen de vigencia por no haberse completado su 

ratificación legislativa ni haberse suscripto por la Provincia de Entre Ríos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


